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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 
POR EL QUE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 23 
Y 25 DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS 
POLÍTICOS. 

 

DIP. SERGIO CARLOS GUTIÉRREZ LUNA 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DE LA 
COMISIÓN PERMANENTE DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
PRESENTE. 
 

Las y los que suscribimos, diputadas y diputados federales del Grupo Parlamentario 
de MORENA, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 116 de 
la Ley Orgánica Del Congreso General De Los Estados Unidos Mexicanos ponemos 
a consideración de esta Honorable Comisión Permanente, la Iniciativa con 
proyecto de decreto por el que se adicionan los párrafos tercero, cuarto y 
quinto al inciso d) del numeral 1 del artículo 23, y un último párrafo al numeral 
1 del artículo 25, ambos de la Ley General de Partidos Políticos, al tenor de la 
siguiente: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La fórmula del Estado Social de Derecho subyace en los principios rectores de un 
Estado constitucional comprometido con la justicia social, que deriva en la actuación 
en la vida económico-social con la finalidad de que, en primera instancia, se 
defiendan a las clases más necesitadas. El Estado en segundo lugar, debe hacerse 
cargo de la prestación de servicios tales como la educación, salud o la asistencia 
social, así como una política fiscal progresiva, la cual tiene por misión principal, 
corregir las desigualdades económicas y sociales existentes en la sociedad. Como 
tercera cualidad fundamental, se encuentra el llamado Estado Social, Estado de 
Bienestar o Estado socialdemócrata, que se convierte en un Estado redistribuidor 
de la riqueza.1 

El reconocimiento de los derechos no opera como una protección automática. Los 
derechos fundamentales necesariamente, para lograr una cierta efectividad y no 
quedarse en mera pantalla política, deben contar con los instrumentos de tutela 

 
1 De los Monteros Javier, Estado social (de Derecho) en México. Una óptica desde el garantismo jurídico-social, 
p. 68 .  https://www.corteidh.or.cr/tablas/r25291.pdf 
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idóneos. En ese sentido, entendemos por Estado la capacidad regulatoria de un 
ente capaz de propiciar y conducir un sentido comunitario, no así el Estado como 
aparato de opresión que conduce y administra a clases privilegiadas. 

En el plano de la normatividad internacional, se ha configurado la idea de destinar 
el máximo de recursos posibles para la satisfacción de los derechos sociales y la 
prohibición de no regresión en dicha materia, lo que implica esfuerzos realizados de 
manera continua y lógicamente a corto plazo. 

La presente administración federal, desde el inicio de su gestión, se ha conducido 
con apego a sus principios y convicciones que lo caracterizan, siendo su estandarte 
la aplicación de la política de austeridad republicana a fin lograr un equilibrio entre 
todos los sectores del país, basado en la igualdad y en la justicia social, con 
vocación de servicio a favor de la sociedad, y principalmente de los sectores más 
vulnerables, lo cual se cimienta en un servicio público íntegro y austero, consagrado 
en un verdadero Estado Democrático y Constitucional de Derecho con un sentido 
social. 

Hoy más que nunca, nos encontramos con un problema para maximizar el derecho 
a la salud pública debido a la actual pandemia. El once de marzo de dos mil veinte, 
la Organización Mundial de la Salud declaró que el brote del virus SARS-CoV2 
(COVID-19) es una pandemia derivada del incremento en el número de casos 
existentes en los países que han confirmado los mismos, por lo que se consideró 
tal circunstancia como una emergencia de salud pública de relevancia internacional. 

En este contexto, la pandemia ha infectado y costado la vida de millones de 
personas, lo cual supone el mayor reto que ha enfrentado la comunidad 
internacional desde la Segunda Guerra Mundial y requiere de una respuesta 
concertada a escala global, que incluya elementos de solidaridad, teniendo en 
cuenta que nos enfrentamos a un grave problema de salud pública. 

En México, el gobierno federal ha asegurado la compra, disponibilidad y acceso 
universal de un portafolio amplio de vacunas gratuitas, desplegando todas las 
capacidades y recursos para su distribución a toda la población, incluyendo los 
lugares más remotos; y así, asegurar extender la inmunización a nivel nacional. 

Derivado de lo expuesto, es necesario, especialmente en tiempos de crisis, 
proyectar desde los poderes públicos actitudes y valores que fomenten las prácticas 
de ahorro y austeridad en toda la Nación. 
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Es importante señalar que desde el Movimiento de Regeneración Nacional se han 
planteado acciones congruentes con el principio de austeridad republicana que 
desafían al régimen de privilegios construido a favor de una élite minoritaria. En este 
contexto, un aspecto al que más atención se ha prestado es reformular el esquema 
de financiamiento público que se destina a los partidos políticos, a fin de aligerar la 
carga que estos entes generan al erario y así liberar recursos que permitan atender 
las necesidades más inmediatas de la población. 

Un ejemplo patente de estos esfuerzos puede apreciarse en la iniciativa de reforma 
constitucional presentada ante la Cámara de Diputados el 7 de marzo de 2019, 
promovida por los entonces diputados Tatiana Clouthier y Mario Delgado, con el 
amplio respaldo del Grupo Parlamentario de MORENA en la LXIV Legislatura. El 
objetivo puntual consistía en reducir en un 50 por ciento el monto de financiamiento 
público que recibirían anualmente los partidos políticos para el sostenimiento de sus 
actividades ordinarias permanentes. 

La iniciativa en comento muestra el incremento en el financiamiento para los 
partidos políticos entre 1997 y 2017, como consecuencia de reformas políticas. El 
primer aumento se dio tras la reforma de 1996, la cual elevó los dichos montos en 
un 25 por ciento para los años 2000 y 2003 con respecto a años anteriores. Luego, 
con la reforma constitucional de 2008 se estableció la fórmula para calcular la cifra 
del financiamiento público a partir de la multiplicación del número de ciudadanos 
inscritos en el padrón electoral por un factor de 65 por ciento del valor del entonces 
salario mínimo vigente en el Distrito Federal; una fórmula que se sigue utilizando, 
pero ahora se hace con base en la Unidad de Medida y Actualización (UMA). 
Finalmente, tras la reforma política del año 2014, la Ley General de Partidos 
Políticos mandató a los Congresos de las entidades federativas a homologar la 
asignación del financiamiento local a los parámetros de la Federación, lo que resultó 
en un flujo constante de dinero público hacia los partidos políticos por dos vías, la 
federal y la estatal. 

Con base en lo señalado, la iniciativa puntualizó que, con el crecimiento natural en 
el número de personas inscritas en el padrón electoral, el monto de financiamiento 
público tendría una tendencia al alza, sin que esto resultara necesariamente en 
mejores niveles de confianza ni participación ciudadana. Por ello, la propuesta era 
reducir el factor de multiplicación contenido en el artículo 41 constitucional, y que 
pasara del 65 por ciento del valor de la UMA al 32.5 por ciento de ésta. 
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Como resultado de una sólida voluntad política por parte de la mayoría 
parlamentaria, el proceso legislativo de la iniciativa recibió el impulso que generó un 
dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados, el 
cual fue sometido a discusión del Pleno de la LXIV Legislatura en su sesión ordinaria 
del día 12 de diciembre de 2019. Desafortunadamente, pese a que se obtuvo una 
votación mayoritaria de 274 votos a favor, con los votos en contra de las bancadas 
del PAN, PRI, PRD y MC, no se alcanzó la mayoría calificada que requiere una 
reforma constitucional y en consecuencia el dictamen fue desechado.  

De haberse dado la reducción propuesta, para el ejercicio 2021 se habrían ahorrado 
poco más de 3,597 millones de pesos2 o el equivalente a comprar 17.7 millones de 
dosis de la vacuna Sputnik V.3 y 4 

No obstante, el Partido Político MORENA se ha mantenido firme en su convicción 
de reducir a la mitad su financiamiento público. Para el 2021, la dirigencia partidista 
se comprometió y cumplió con devolver el equivalente al 50 por ciento de sus 
prerrogativas para que los recursos fueran utilizados en la compra de vacunas 
contra el COVID-19. Sin embargo, debido a una negativa por parte del Consejo 
General, el Instituto Nacional Electoral rechazó la devolución de 547 millones de 
pesos5 que MORENA ahorró en su ejercicio anual y que, sumados a los recursos 
que el partido devolvió a lo largo del año, completan el compromiso de 800 millones 
de pesos. Por esta razón, es necesario reformar la legislación secundaria 

 
2 INE, “Determina INE financiamiento a partidos políticos 2021 conforme a norma constitucional”, publicado 
en el portal del INE Central Electoral, el 7 de agosto de 2020. 
https://centralelectoral.ine.mx/2020/08/07/determina-ine-financiamiento-partidos-politicos-2021-
conforme-norma-constitucional/ 
3 Victoria Dannemann, “América Latina: ¿cuánto cuesta vacunar contra el COVID?”, publicado en el portal de 
noticias DW el 8 de marzo de 2021. https://www.dw.com/es/am%C3%A9rica-latina-cu%C3%A1nto-cuesta-
vacunar-contra-el-covid/a-56806925 
4 Costo de 10 dolores por unidad, calculando el costo más elevado en el mercado latinoamericano, según los 
costos vigentes a marzo de 2021, véase: UNICEF presenta el Tablero de Información sobre el mercado de 
vacunas contra el COVID-19. https://www.unicef.org/es/comunicados-prensa/unicef-presenta-el-tablero-de-
informaci%C3%B3n-sobre-el-mercado-de-la-vacuna-contra 
5 INE, Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se da cumplimiento a las 
sentencias del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación relativas a la devolución y renuncia de 
financiamiento público de los partidos políticos nacionales, recaídas a los recursos de apelación identificados 
con número de expedientes sup-rap474/2021 y sup-rap-480/2021, aprobado en sesión extraordinaria del 
Consejo General del 12 de enero 2022. 
 https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/126506/CGex202201-12-ap-
10.pdf 

https://www.unicef.org/supply/covid-19-vaccine-market-dashboard
https://www.unicef.org/supply/covid-19-vaccine-market-dashboard
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correspondiente para aclarar el derecho de los partidos políticos de devolver su 
financiamiento y dirigirlo a causas prioritarias en favor del pueblo. 

Ahora, la presente iniciativa propone analizar nuevamente la relación entre la 
sociedad y sus partidos políticos. Se parte de la premisa que los partidos políticos 
son asociaciones de interés público que se conducen de acuerdo con ciertos 
principios e ideas con dos objetivos fundamentales: 1) canalizar y transmitir los 
intereses y demandas de la población para que sean consideradas en la toma 
de decisión gubernamental; y, 2) posibilitar la participación de la población en el 
proceso político por medio de la elección de los representantes populares que 
ejercen el poder político. Así, queda claro que los partidos juegan un papel central 
como intermediarios entre la sociedad y los poderes del Estado.6 

Por otra parte, resulta de suma importancia establecer que, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 3, párrafo décimo primero, fracción II, inciso a), de la 
Constitución, la democracia es un sistema de vida fundado en el constante 
mejoramiento económico, social y cultural del pueblo de México. 

Aunado a lo anterior, en términos del artículo 41 de la Constitucional, los partidos 
políticos son entidades de interés público, cuyo fin es promover la participación del 
pueblo en la vida democrática, fomentar el principio de paridad de género, contribuir 
a la integración de los órganos de representación política y, como organizaciones 
de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de 
acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio 
universal, libre, secreto y directo, así como garantizar la paridad de género, en las 
candidaturas a los distintos cargos de elección popular.7 

Para ello, en el artículo 41, Base II, de la Constitución General, se establece el 
financiamiento público como el medio para asegurar que los partidos políticos como 
entes de interés público puedan cumplir con sus fines constitucionales, mediante su 
distribución equitativa entre todos los partidos para que lleven a cabo sus 

 
6 Patiño Fierro, Martha Patricia, Giles Navarro, César Alejandro y Rivero Cob, Edgar Moisés, (2020), “El 
financiamiento público de los partidos políticos desde una perspectiva de derechos humanos”, Cuaderno de 
Investigación No. 5, DGDyP/IBD, CDMX, 67 pp. 
http://bibliodigitalibd.senado.gob.mx/bitstream/handle/123456789/4776/5.CuadernoFinanciamientoPartid
os.pdf?sequence=1&isAllowed=y 
7 Cárdenas, Jaime, (2016), “Partidos políticos y democracia”, en Cuadernos de Divulgación de la Cultura 
Democrática núm. 8, México: INE. 
https://portalanterior.ine.mx/archivos2/portal/historico/contenido/recursos/IFE-v2/DECEYEC/DECEYEC-
CuadernosdeDivulgacion/docs/08.pdf 
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actividades -ordinarias, específicas y de campaña, en el caso del orden federal 
indica lo siguiente: 

 

Artículo 41.- ... 

 ...  

...  

I. ...  

II La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de 
manera equitativa con elementos para llevar a cabo sus actividades y 
señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento de los propios 
partidos y sus campañas electorales, debiendo garantizar que los 
recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado.  

El financiamiento público para los partidos políticos que mantengan su 
registro después de cada elección, se compondrá de las ministraciones 
destinadas al sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, 
las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales y 
las de carácter específico. Se otorgará conforme a lo siguiente y a lo que 
disponga la ley 

...  

… 

De la II. a la VI. ... 

Por tanto, el financiamiento de un partido político constituye el núcleo esencial para 
que los mencionados estén en aptitud de cumplir con los fines que les fueron 
encomendados de manera directa por el constituyente y que permea tanto en los 
órganos representativos del Estado al coadyuvar en su integración, como a la 
ciudadanía promoviendo su participación en la vida democrática del país y 
posibilitando su acceso al ejercicio del poder público. 

En este sentido, una de las prerrogativas a que tienen derecho los partidos es el 
financiamiento público para actividades ordinarias, mismo cuya relevancia se refleja 



 

Página 7 de 14 
 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 
POR EL QUE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 23 
Y 25 DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS 
POLÍTICOS. 

en el cumplimiento de los objetivos que la constitución les asigna como entes de 
interés público. 

Por lo anterior, y dado que gran parte del financiamiento de las prerrogativas que 
constitucionalmente se confiere a los partidos políticos corresponde al erario 
público, es jurídicamente factible concluir que las prerrogativas de los partidos 
políticos sí son renunciables, máxime si el objetivo de dicha renuncia es con el 
propósito de que el Estado cuente con mayores recursos para asegurar y garantizar 
una protección real a los derechos sociales, enfrentar situaciones de catástrofes 
sufridas en territorio nacional por sismos, fenómenos meteorológicos, plagas 
o epidemias, entre otros, que representen una amenaza o detrimento al pleno 
goce de los citados derechos. 

Aún más, debemos agregar que la ciudadanía al emitir su voto en las urnas deposita 
su confianza en que los partidos harán todas las acciones por velar y materializar la 
íntegra protección de los derechos que otorga la Constitución, siendo uno de los 
primordiales, la salud, ya que, sin salud no hay pueblo. 

En esta línea argumentativa, el artículo 134 Constitucional establece que los 
recursos económicos de que disponga la Federación se administrarán con 
eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los 
objetivos a los que estén destinados. Lo cual implica que una parte de los recursos 
económicos que se le ministran a los partidos se destine, por causa justificada, 
mediante el reintegro, a preservar la salud de las personas en el contexto de una 
emergencia sanitaria, así como hacer frente a catástrofes sufridas en territorio 
nacional por sismos, fenómenos meteorológicos o plagas, entre otros 

En esta tesitura, es constitucional y convencionalmente válido y justificado que, con 
independencia del momento en que los recursos del financiamiento público 
asignado para gastos de actividades ordinarias permanentes de los partidos 
políticos se hayan depositado en las cuentas del partido o entrado a su patrimonio, 
se pueda renunciar o devolver un monto o porcentaje de los mismos para 
destinarlos a salud, siempre que se cumpla con las obligaciones a cargo de los 
partidos políticos en cuanto a sus actividades ordinarias permanentes y no se deje 
de privilegiar el financiamiento público sobre el privado, como lo ordena el artículo 
41 constitucional. 

Ahora bien, como una derivación del principio de supremacía constitucional, se 
desprende que las normas derivadas de la propia Constitución únicamente pueden 
desarrollar los contenidos mínimos (normalmente bajo la forma de principios) 
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plasmados en el propio texto constitucional. Esta interpretación viene reforzada bajo 
la premisa interpretativa del principio pro persona de acuerdo con el cual, la 
legislación secundaria debe desarrollar el contenido constitucional en forma tal que 
proporcione una mayor tutela a la persona o, en aquellos casos en los que se 
disponen de restricciones, que las realice de forma tal que impidan una merma del 
contenido esencial mínimo fijado desde el propio texto constitucional.8  

En el caso de las normas político-electorales, queda además precisado que se trata 
de normas de una especial importancia al interior del ordenamiento jurídico, dado 
que se trata de normas de derecho fundamental, en cuyo caso, se dispone del 
imperativo categórico de brindar la mayor protección posible y evitar las mayores 
restricciones.  

Siendo así la Ley General de Partidos Políticos el cuerpo legislativo que viene a 
reglamentar los diversos preceptos constitucionales en materia político-electoral 
concerniente a los partidos políticos nacionales y locales como entidades de interés 
público, y en particular lo referente a sus derechos y obligaciones derivados del 
artículo 41 constitucional atinente al financiamiento público como prerrogativa de los 
partidos políticos, disponiendo en sus artículos 23 y 25 respectivamente lo siguiente: 

 

Ley General de Partidos Políticos 

Artículo 23.  

1. Son derechos de los partidos políticos:  

a) a c) … 

d) Acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento público en los términos del 
artículo 41 de la Constitución, esta Ley y demás leyes federales o locales aplicables. 
En las entidades federativas donde exista financiamiento local para los partidos 
políticos nacionales que participen en las elecciones locales de la entidad, las leyes 

 
8 Henderson, H. Los Tratados Internacionales de Derechos Humanos en el Orden Internal: The Importance of 
the Pro Homine Principle. En: Revista del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, n. 39, 2004, p. 93. 
Asimismo: “Principio de prevalencia de interpretación y pro persona. Conforme a éstos, cuando una norma 
genera varias alternativas de interpretación, debe optarse por aquella que reconozca con mayor amplitud los 
derechos, o bien, que los restrinja en menor medida” Tesis XIX.1º. J/7 (10ª.). Jurisprudencia (constitucional), 
Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 72, noviembre 2019, 
tomo III, p. 2000; “Principio pro personae. El contenido y alcance de los derechos humanos deben analizarse 
a partir de aquél” Tesis 1ª. XXVI/2012 (10ª). Tesis Aislada (constitucional), Primera Sala, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Libro V, febrero de 2012, tomo 1, p. 659. 
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locales no podrán establecer limitaciones a dicho financiamiento, ni reducirlo por el 
financiamiento que reciban de sus dirigencias nacionales;  

e) a l) ... 

Artículo 25. 

1. Son obligaciones de los partidos políticos: 

a) a m) … 

n) Aplicar el financiamiento de que dispongan exclusivamente para los fines que les 
hayan sido entregados; 

o) a y) … 

 

Como se advierte, el propio texto constitucional en concordancia con el artículo 1° 
de nuestra Carta Magna, debe de ser interpretada bajo la forma y el sentido que 
brinde mayor tutela a los derechos sociales y menores restricciones que imponga a 
los mismos. 

Si bien de los preceptos normativos que regulan el tema en cuestión no existe 
prohibición alguna para que los entes públicos puedan devolver cierto monto del 
presupuesto recibido, a efecto de coadyuvar a una política fiscal progresiva, la cual 
tiene por misión principal una protección íntegra de los derechos sociales y la de 
corregir las desigualdades económicas y sociales existentes, y que dichos objetivos 
no se vean permeados o vulnerados derivado de arbitrariedades por parte de 
diversos órganos, es que se pone a consideración la presente iniciativa. 

La presente iniciativa considera los remanentes del ejercicio, proponiendo que los 
partidos políticos puedan acordar su devolución previamente a la presentación de 
su informe anual de ingreso-gasto, respetando con ello el Sistema de Fiscalización 
de los Partidos que comprende el Dictamen Consolidado de dicho informe por parte 
de la Comisión de Fiscalización.9 

 
9 Ley General de Partidos Políticos. “Artículo 77. 1… 2. La revisión de los informes que los partidos políticos 
presenten sobre el origen y destino de sus recursos ordinarios y de campaña, según corresponda, así como la 
práctica de auditorías sobre el manejo de sus recursos y su situación contable y financiera estará a cargo del 
Consejo General del Instituto, a través de la Comisión de Fiscalización la cual estará a cargo de la elaboración 
y presentación al Consejo General del dictamen consolidado y proyecto de resolución de los diversos 
informes que están obligados a presentar los partidos políticos.” “Artículo 78. 1. Los partidos políticos 
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La devolución de los remanentes no violenta las disposiciones legales 
presupuestarias, ya que su reintegro es a la Tesorería de la Federación de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien tiene facultades para dar destino a 
los remanentes presupuestales. Con ello será posible también que las asignaciones 
de estos recursos puedan destinarse oportunamente en beneficio de la población 
en general, en caso de catástrofes sufridas en territorio nacional por sismos, 
fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias, entre otros, sin que en estos 
supuestos, por la naturaleza de los citados fenómenos, sea posible esperar hasta 
que el Dictamen Consolidado de los informes anuales del partido político 
correspondiente, adquiera firmeza, regla que será aplicable para el resto de los 
remanentes no utilizados en un ejercicio fiscal.10 

En razón de lo anterior, mediante esta iniciativa de reforma legislativa se pretende 
dar armonía a nuestro sistema jurídico, ateniendo a los principios de certeza, 
seguridad jurídica e interpretación pro persona inscritos en nuestro texto 
constitucional, a fin de que la legislación secundaria en comento prevea 
expresamente que, los partidos políticos como entidades de interés público, puedan 
devolver los recursos por concepto de financiamiento público que ya le fueron 
ministrados, con el propósito de que se reintegren a la Tesorería de la Federación, 
manifestando como propósito esencial el garantizar los derechos sociales del 
pueblo de México, particularmente, la protección al derecho humano a la salud, así 
como catástrofes sufridas en territorio nacional por sismos, fenómenos 
meteorológicos, plagas o epidemias, entre otros 

Para efectos ilustrativos, presentamos el siguiente cuadro comparativo: 

Ley General de Partidos Políticos 

Texto vigente Propuesta de modificación 

  

 
deberán de presentar sus informes trimestrales y de gastos ordinarios bajo las directrices siguientes: a) …; b) 
Informes anuales de gasto ordinario: ...” 
10 Acuerdo INE/CG459/2018 Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se emiten 
Lineamientos para Reintegrar el Remanente No Ejercido o no Comprobado del Financiamiento Público 
otorgado a los Partidos Políticos Nacionales y Locales para el Desarrollo de Actividades Ordinarias y Específicas 
Aplicable a partir del ejercicio dos mil dieciocho y posteriores, en cumplimiento de la Sentencia SUP-RAP-
758/2017 de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Numeral 31 “Que, 
considerando la naturaleza de la fiscalización, el momento procesal oportuno para realizar el reintegro de 
recursos a la Tesorería de la Federación y, en el caso local, a su similar, es una vez que haya causado estado el 
Dictamen Consolidado.” 
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Artículo 23. 
 
1. Son derechos de los partidos políticos: 
 
a) a c) … 
 
d) Acceder a las prerrogativas y recibir 
el financiamiento público en los términos 
del artículo 41 de la Constitución, esta Ley 
y demás leyes federales o locales 
aplicables. 
 
En las entidades federativas donde exista 
financiamiento local para los partidos 
políticos nacionales que participen en las 
elecciones locales de la entidad, las leyes 
locales no podrán establecer limitaciones a 
dicho financiamiento, ni reducirlo por el 
financiamiento que reciban de sus 
dirigencias nacionales; 
 
[Sin correlativos] 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 23. 
 
1. Son derechos de los partidos políticos: 
 
a) a c) … 
 
d) … 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
Los partidos políticos podrán renunciar 
parcialmente y, en su caso devolver, en 
cualquier tiempo, su financiamiento para 
actividades ordinarias permanentes, 
siempre que no se vea afectado el 
cumplimiento de dichas actividades y 
prevalezca en su financiamiento los 
recursos públicos sobre los de origen 
privado, en el caso de catástrofes 
sufridas en territorio nacional por 
sismos, fenómenos meteorológicos, 
plagas o epidemias, entre otros. La 
devolución de recursos 
correspondientes a financiamiento para 
actividades ordinarias permanentes de 
los partidos políticos también será 
aplicable tratándose de remanentes del 
ejercicio respecto de este tipo de 
financiamiento. 
 
Los recursos a que se refiere el párrafo 
anterior deberán reintegrarse a la 
Tesorería de la Federación por acuerdo 
del Consejo General de la autoridad 
electoral, cuando no hayan sido 
entregados a los partidos políticos y a 
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e) a l) … 

solicitud del Comité Ejecutivo Nacional 
o instancia equivalente que ostente la 
representación legal del partido. 
 
En el caso de recursos que ya se 
hubieran entregado a los partidos 
políticos o de remanentes del ejercicio, 
por concepto de financiamiento para 
actividades ordinarias permanentes, el 
Comité Ejecutivo Nacional o instancia 
equivalente que ostente la 
representación legal del partido 
tramitará su reintegro ante la Tesorería 
de la Federación e informará al Consejo 
General de la autoridad electoral la 
decisión correspondiente. La 
devolución de los remanentes del 
ejercicio se podrá realizar hasta en tanto 
no sea presentado a la Unidad Técnica, 
el informe anual previsto en el artículo 
78, numeral 1, inciso b), de la presente 
Ley. 
 
e) a l) … 
 

 
Artículo 25. 
 
1. Son obligaciones de los partidos 
políticos: 
 
a) a y) … 
 
[Sin correlativo] 
 

 
Artículo 25. 
 
1. Son obligaciones de los partidos 
políticos: 
 
a) a y) … 
 
No constituirá una falta al inciso n) del 
presente numeral la renuncia o 
devolución del financiamiento público 
que en su caso realicen los partidos 
políticos en los términos del inciso d) del 
numeral 1, del artículo 23 de esta ley. 
 

 

Como se ve, nuestra propuesta de modificación normativa, como hemos dicho, se 
sustenta en el respeto al principio de legalidad, la certeza, seguridad jurídica, la 
interpretación pro persona, el principio de representatividad y la racionalidad 
legislativa.  
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En consecuencia y derivado de todo lo anterior, propongo ante esta Honorable 
Asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 23 Y 25 DE LA LEY 
GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS 

 

Único. Se adicionan los párrafos tercero, cuarto y quinto al inciso d) del numeral 1 
del artículo 23, y un último párrafo al numeral 1 del artículo 25 de la Ley General de 
Partidos Políticos, para quedar de la siguiente manera: 

 

LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS 

Artículo 23. 
 
1. Son derechos de los partidos políticos: 

 
a) a c) … 
 
d) … 

… 
 

Los partidos políticos podrán renunciar parcialmente y, en su caso 
devolver, en cualquier tiempo, su financiamiento para actividades 
ordinarias permanentes, siempre que no se vea afectado el 
cumplimiento de dichas actividades y prevalezca en su financiamiento 
los recursos públicos sobre los de origen privado, en el caso de 
catástrofes sufridas en territorio nacional por sismos, fenómenos 
meteorológicos, plagas o epidemias, entre otros. La devolución de 
recursos correspondientes a financiamiento para actividades ordinarias 
permanentes de los partidos políticos también será aplicable tratándose 
de remanentes del ejercicio respecto de este tipo de financiamiento. 
 

Los recursos a que se refiere el párrafo anterior deberán reintegrarse a 
la Tesorería de la Federación por acuerdo del Consejo General de la 
autoridad electoral, cuando no hayan sido entregados a los partidos 
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políticos y a solicitud del Comité Ejecutivo Nacional o instancia 
equivalente que ostente la representación legal del partido. 
 
En el caso de recursos que ya se hubieran entregado a los partidos 
políticos o de remanentes del ejercicio, por concepto de financiamiento 
para actividades ordinarias permanentes, el Comité Ejecutivo Nacional 
o instancia equivalente que ostente la representación legal del partido 
tramitará su reintegro ante la Tesorería de la Federación e informará al 
Consejo General de la autoridad electoral la decisión correspondiente. 
La devolución de los remanentes del ejercicio se podrá realizar hasta en 
tanto no sea presentado a la Unidad Técnica, el informe anual previsto 
en el artículo 78, numeral 1, inciso b), de la presente Ley. 

e) a l) … 
 

 
Artículo 25. 
 
1. Son obligaciones de los partidos políticos: 
 

a) a y) … 
 

No constituirá una falta al inciso n) del presente numeral la renuncia o 
devolución del financiamiento público que en su caso realicen los 
partidos políticos en los términos del inciso d) del numeral 1, del artículo 
23 de esta ley. 
 

 
Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2022. 


